Proceso Ordinario Laboral 

Radicado: 66001-31-05-005-2017-00338-01
José Manuel García Giraldo vs Colpensiones 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto:


Consulta
Proceso:

Ordinario laboral

Radicación Nro:
66001-31-05-005-2017-00338-01

Demandante: 

José Manuel García Giraldo 

Demandado:

Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones

Juzgado de Origen:
Quinto Laboral del Circuito de Pereira 

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL / LA ORDEN JUDICIAL TIENE FUERZA EJECUTORIA / POR ENDE, DETERMINAR LOS ALCANCES DEL FALLO DE TUTELA O RECLAMAR PAGO DE RETROACTIVO CORRESPONDE A LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL Y NO A LA ORDINARIA.
Las órdenes judiciales tienen dentro de sus características principales su cumplimiento, por lo cual ante la desidia del administrado obligado por ellas, existen de manera general dos mecanismos para lograr su acatamiento, dependiendo del origen de la orden impuesta. Así, la jurisdicción constitucional y en contraposición a ella, la ordinaria. (…) 

Los artículos 23 y 27 de Decreto 2591 de 1991 prescriben el cumplimiento de los fallos de tutela, de manera tal que proferida la orden, la autoridad responsable deberá cumplirlo sin demora, so pena de las sanciones que implican su incumplimiento.  Normativas de la que se desprende por un lado, el trámite tendiente al cumplimiento de la sentencia de tutela y por el otro, el incidente de desacato, que bien pueden realizarse de manera simultánea o sucesiva. (…)
Por último, las facultades constitucionales de los jueces que actúan bajo esta jurisdicción no se encuentran clausuradas con la orden dictada en la sentencia de tutela, pues conservan la potestad para ajustar la orden original dictada o adicionar la misma con el único propósito de concretar la protección concedida, ya sea porque la orden primigenia no alcanzó para garantizar el goce efectivo del derecho tutelado, o solo lo realizó en parte, o porque aquello ordenado resultó imposible de cumplimiento. (…)
El artículo 303 del C.G.P. aplicable a los asuntos laborales por reenvío del artículo 145 del C.P.L. y de la S.S. dispone para la configuración de la res iudicata cuatro elementos concomitantes entre sí, esto es, i) decisión judicial anterior en firme, ii) identidad jurídica de las partes, iii) identidad de objeto y por último, iv) identidad de causa; elementos que al concurrir impiden al juez de la segunda causa resolver el asunto puesto bajo su conocimiento…
… el propósito final del demandante para acudir al proceso ordinario laboral es obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez desde el año 2004, en consecuencia el pago del retroactivo de una pensión que ya fue reconocida por Colpensiones, en acatamiento de la orden constitucional, como se desprende Resolución No. SUB 29004 de 03-04-2017…, y en esa medida, hacer cumplir la orden de tutela, pues ninguna otra conclusión podría derivarse de los hechos narrados y pretensiones incluidas en el libelo introductor. Propósito ulterior que de ninguna manera puede obtener a través del proceso ordinario laboral, sino a través de la jurisdicción constitucional.
En efecto, en el juicio ordinario de ahora se pretende dotar de claridad y expresividad a la orden de tutela, cuando ello debe hacerlo ante el juez constitucional, que dio el mandato de reconocer la pensión de invalidez. Por lo que tal pretensión es propicia de un trámite de cumplimiento de orden de tutela o de un incidente de desacato.
[image: image1.jpg]



RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

En Pereira, a los veinticuatro (24) días del mes de septiembre de dos mil diecinueve (2019), siendo las siete y treinta de la mañana (07:30 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de surtir el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida el 9 de abril de 2019 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por José Manuel García Giraldo contra Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, radicado bajo el N° 66001-31-05-005-2017-00338-01.
Registro de asistencia:

Demandante y su apoderada  

- 

Demandada y su apoderado
Traslado a las partes

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos atendiendo lo previsto en el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007.

ANTECEDENTES

1. Síntesis de la demanda y su contestación

Pretende el señor José Manuel García Giraldo que se declare que tiene derecho al retroactivo pensional de la prestación por invalidez a partir del 31-07-2004 y hasta el 01-04-2017. En consecuencia, se condene a su pago, así como los intereses moratorios y las costas procesales.
Fundamenta sus aspiraciones en que: i) interpuso acción de tutela para el reconocimiento de la pensión de invalidez; ii) el 24-03-2017 el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira – Sala No. 2 de Asuntos Penales para Adolescentes ordenó a Colpensiones “(…) emita un nuevo pronunciamiento respecto a la pensión de invalidez solicitada por el señor GARCIA GIRALDO, en el cual tenga en consideración las semanas posteriores a la fecha de estructuración (…)”; iii) la Junta Nacional de Calificación de Invalidez le dictaminó una PCL de 66.20% estructurada el 13-03-2004; iv) mediante Resolución SUB 29004 de 03-04-2017 la entidad demandada acató el fallo de tutela sin reconocerle retroactivo.
La Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones se opuso a todas las pretensiones y como razones de defensa argumentó que la última cotización al sistema fue el 11-2014, por lo que era a partir de esa data que debía de ordenarse el retroactivo pensional. Propuso como excepciones de fondo las que denominó: “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido, Buena fe, Imposibilidad jurídica para cumplir con las obligaciones pretendidas, innominada y prescripción”.
2. Síntesis de la sentencia 
El Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira declaró que el demandante tiene derecho al retroactivo pensional a partir del 01-09-2011, por lo que condenó a Colpensiones a pagar tal concepto y decretó parcialmente probada la excepción de prescripción.
Para arribar a dicha conclusión consideró en primer lugar que no existió cosa juzgada constitucional porque a pesar de que el juez constitucional ordenó el reconocimiento de la pensión de invalidez al tener en cuenta las semanas cotizadas con posterioridad a la fecha de estructuración, en ella nada se dijo respecto del pago de la misma ni los intereses moratorios y, como segundo punto, acotó que era procedente otorgar el retroactivo pensional desde el 31-08-2011, data en que hizo la última cotización y no a partir del momento en que Colpensiones emitió la resolución de reconocimiento pensional, por ser más favorable al accionante.
3. Del grado jurisdiccional de consulta

Como la decisión proferida en primera instancia resultó adversa a los intereses de Colpensiones, se ordenó el grado jurisdiccional de consulta, conforme lo estable el artículo 69 del C.P.L.

CONSIDERACIONES

1. De los problemas jurídicos

Visto el recuento anterior, la Sala se pregunta:

1.- ¿El proceso ordinario laboral es procedente para obtener el reconocimiento y pago del retroactivo pensional de una prestación que fue otorgada por la jurisdicción constitucional? 

2.- ¿En el presente asunto se configuraron los elementos necesarios para que operara el fenómeno de la cosa juzgada constitucional respecto del pago del retroactivo pensional? 

3.- De ser negativa la respuesta anterior, se pregunta ¿desde cuándo puede disfrutar la pensión de invalidez el actor?

2. Solución a los problemas jurídicos 

2.1. Fuerza ejecutoria de las órdenes judiciales

Las órdenes judiciales tienen dentro de sus características principales su cumplimiento, por lo cual ante la desidia del administrado obligado por ellas, existen de manera general dos mecanismos para lograr su acatamiento, dependiendo del origen de la orden impuesta. Así, la jurisdicción constitucional y en contraposición a ella, la ordinaria. 
En esa medida y bajo la jurisdicción constitucional la protección de los derechos fundamentales debe ser inmediata, por ello el trámite legal dispuesto para su amparo – acción de tutela – debe ser especial, preferente y sumario. En esa medida, cobra relevancia el principio de celeridad y con él, la aparición de mecanismos específicos inherentes para la ejecución de las decisiones de tutela. 

Los artículos 23 y 27 de Decreto 2591 de 1991 prescriben el cumplimiento de los fallos de tutela, de manera tal que proferida la orden, la autoridad responsable deberá cumplirlo sin demora, so pena de las sanciones que implican su incumplimiento.  Normativas de la que se desprende por un lado, el trámite tendiente al cumplimiento de la sentencia de tutela y por el otro, el incidente de desacato, que bien pueden realizarse de manera simultánea o sucesiva
.

Así, el primero se caracteriza por la obligatoriedad del cumplimiento de la orden de tutela, pues la ejecución material inmediata de lo ordenado por el juez constitucional es la garantía fundamental que conlleva la presentación de la acción de amparo, y por ende la responsabilidad a verificar es objetiva, su trámite de oficio y la competencia del juez de tutela permanente hasta que se restablezca plenamente el derecho o se eliminen las causas de su amenaza.

Frente al segundo, aunque su culminación implica la imposición de una sanción de tipo subjetivo al administrado omiso del cumplimiento de lo ordenado, por iniciativa del sujeto amparado, también envuelve y con mayor relevancia, el restablecimiento del derecho fundamental vulnerado
. De manera tal que, en ambos trámites se encuentra íntimamente relacionada la garantía de acceso a la administración de justicia de todo aquel que ha obtenido un amparo constitucional.
Por último, las facultades constitucionales de los jueces que actúan bajo esta jurisdicción no se encuentran clausuradas con la orden dictada en la sentencia de tutela, pues conservan la potestad para ajustar la orden original dictada o adicionar la misma con el único propósito de concretar la protección concedida, ya sea porque la orden primigenia no alcanzó para garantizar el goce efectivo del derecho tutelado, o solo lo realizó en parte, o porque aquello ordenado resultó imposible de cumplimiento
.

2.2. Elementos que configuran la institución de la cosa juzgada

El artículo 303 del C.G.P.  aplicable a los asuntos laborales por reenvío del artículo 145 del C.P.L. y de la S.S. dispone para la configuración de la res iudicata cuatro elementos concomitantes entre sí, esto es, i) decisión judicial anterior en firme, ii) identidad jurídica de las partes, iii) identidad de objeto y por último, iv) identidad de causa; elementos que al concurrir impiden al juez de la segunda causa resolver el asunto puesto bajo su conocimiento, todo ello porque las sentencias judiciales se caracterizan por ser inmutables y en ese sentido, las decisiones en ellas impuestas imprimen de seguridad jurídica a las controversias que dirimen, imposibilitando el resurgimiento de litigios futuros bajo los mismos postulados. Lo contrario, permitiría una cadena inacabable de pretensiones hasta que la acción invocada saliera avante para su solicitante. 

La cosa juzgada aparece, entonces, como una institución jurídico procesal que garantiza por un lado, la presentación única de las pendencias suscitadas entre las partes para obtener una unívoca decisión, y por otro, sellar definitivamente una controversia, impidiendo que los interesados presenten tantas acciones, como fracasos hayan obtenido, todo ello para enmendar los errores de los asuntos pretéritos.  

2.3. Fundamento fáctico

Auscultadas las pruebas que aprovisionaron el expediente se desprende que José Manuel García Giraldo, previamente a esta contienda, presentó una acción de tutela con el propósito de obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez, que culminó con sentencia de segunda instancia proferida el 24-03-2017 por el Tribunal Superior de Pereira- Sala No. 2 de Asuntos Penales para Adolescentes (fls. 24 a 33 c. 1), a través de la cual, se tutelaron entre otros, los derechos fundamentales a la seguridad social y al mínimo vital, por lo que el juzgador constitucional ordenó a Colpensiones que en el plazo de 15 días profiriera un nuevo acto administrativo en que “tengo (sic) en consideración las semanas posteriores a la fecha de estructuración, para efecto del cumplimiento del requisito de las 50 semanas exigido por la normativa vigente – art. 39 Ley 100/93 modificado por el 1º de la Ley 860/03” (ibídem).

Ahora bien, mediante Resolución No. SUB 29004 de 03-04-2017 Colpensiones dispuso “PRIMERO: Dar cumplimiento al fallo judicial proferido por TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO DE PEREIRA, SALA No. 2 DE ASUNTOS PENALES Y ADOLESCENTES el 24 de marzo de 2017 y en consecuencia, reconocer y ordenar el pago de una pensión de INVALIDEZ a favor del señor GARCÍA GIRALDO JOSE MANUEL, ya identificado, en los siguientes términos y cuantías: Valor mesada a 1 de abril de 2017=$737.717” (fl. 38, cdno 1)
Por último, a través de la Resolución No. SUB 105354 de 23-06-2017 la entidad accionada declaró improcedente la petición de revocatoria directa del acto administrativo solicitada por el demandante para el reconocimiento del retroactivo pensional con fecha de disfrute desde el 31-07-2004 (fls. 45 a 48, cdno 1).
En el proceso ordinario laboral de ahora, José Manuel García Giraldo pretende que la justicia ordinaria declare que Colpensiones “es responsable del pago de RETROACTIVO DE PENSIÓN DE INVALIDEZ, con su respectiva tasa prestacional” y en consecuencia, se ordene que pague la pensión a partir del 31-07-2004, fecha en que se canceló la última incapacidad médica (fl. 5, cdno. 1). Además, como fundamento de hecho de tales pretensiones adujo que había acudido “a la acción constitucional de tutela, a fin que se reconociera pensión de invalidez a su favor” (fl. 4, cdno. 1), por lo que en cumplimiento de la orden constitucional Colpensiones “mediante resolución SUB 29004 del 3 de abril de 2017 reconociendo pensión de invalidez” (fl. 4 cdno. 1). 

El anterior derrotero fáctico permite evidenciar que el propósito final del demandante para acudir al proceso ordinario laboral es obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez desde el año 2004, en consecuencia el pago del retroactivo de una pensión que ya fue reconocida por Colpensiones, en acatamiento de la orden constitucional, como se desprende Resolución No. SUB 29004 de 03-04-2017 (fl. 38 cdno. 1), y en esa medida, hacer cumplir la orden de tutela, pues ninguna otra conclusión podría derivarse de los hechos narrados y pretensiones incluidas en el libelo introductor. Propósito ulterior que de ninguna manera puede obtener a través del proceso ordinario laboral, sino a través de la jurisdicción constitucional.

En efecto, en el juicio ordinario de ahora se pretende dotar de claridad y expresividad a la orden de tutela, cuando ello debe hacerlo ante el juez constitucional, que dio el mandato de reconocer la pensión de invalidez. Por lo que tal pretensión es propicia de un trámite de cumplimiento de orden de tutela o de un incidente de desacato.

Así las cosas, la sentencia que se revisa debe ser revocada para en su lugar declarar probada de manera oficiosa la excepción de cosa juzgada, al demostrarse que en la parte considerativa o motiva del trámite tutelar previo se ordenó el reconocimiento de la pensión en cita –fl. 78 c.1-, sin que dicho fallo pueda obligar a realizar un nuevo estudio de un retroactivo, entre otras cosas porque ese derecho de haberse estudiado en sede ordinaria, bien podría no haberse reconocido, en tanto que no se acreditaron todos los supuestos exigidos por la sentencia SU588 de 2016, toda vez que el actor realizó cotizaciones después de la fecha de estructuración de la invalidez, pero no por su capacidad residual de trabajo, pues se evidencia con el documento visto a folio 64 vto CD 1 que estuvo incapacitado desde el 13-03-2004 y por lo menos hasta el 03-10-2009
Lo anterior, encuentra respaldo en lo que de manera similar ha señalado en sede de tutela la Sala Laboral de la CSJ en la sentencia STL9051 de 2018 donde expuso “Ante el anterior escenario, estima la Sala que aunque no se comparte el argumento del tribunal, respecto a la fecha a partir de la cual debe reconocerse el retroactivo,  por cuanto la ley establece que debe concederse desde la fecha de la estructuración, no hay lugar a conceder el amparo, porque conforme a la jurisprudencia reiterada de esta colegiatura, el accionante, no tendría derecho a la pensión de invalidez, como quiera que su pérdida de capacidad laboral superior al 50% se estructuró el 13 de mayo de 2013, esto es, bajo la vigencia de la Ley 860 de 2003, sin que sea posible aplicar el principio de la condición más beneficiosa,  para retroceder hasta el Acuerdo 049 de 1990 a fin de otorgar la prestación”.

Como también en la sentencia STL5912/2018 en la que dijo: “lo aquí discutido no puede ser analizado en esta vía excepcional, pues sería tanto como someter a estudio un escenario fáctico que ya hizo tránsito a cosa juzgada constitucional; además, tal como se señaló en precedencia, permitir que cualquier asunto decidido en sede constitucional sea susceptible nuevamente de examen por parte del juez de tutela, es avalar un uso indefinido de esta queja ante el desacuerdo de las partes con lo decidido en las sentencias de tutela, lo cual afecta de manera evidente principios tan relevantes para un Estado Social de Derecho, como la seguridad jurídica y confianza legítima”.
Quiere decir lo anterior que de ninguna manera los administrados pueden utilizar la justicia ordinaria y constitucional entremezcladas como una especie de amalgama, con el propósito de obtener de cada una de ellas, la porción del derecho que lo beneficia, pues aun cuando el juez natural del asunto de ahora es el ordinario, cuando José Manuel García Giraldo optó por dirimir su controversia ante la justicia constitucional, que evidenció que su derecho a la seguridad social requería una inmediata protección, por lo que su cumplimiento deviene de tal jurisdicción.

CONCLUSIÓN

Conforme lo expuesto, la decisión revisada será revocada en su totalidad. Costas en ambas instancias a cargo del demandante y a favor de la demandada, de conformidad con el numeral 4º del artículo 365 del C.G.P. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Segunda de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 09-04-2019 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por José Manuel García Giraldo contra la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, para en su lugar, DECLARAR de oficio la excepción de cosa juzgada y en consecuencia, absolver a la demandada de las pretensiones invocadas en su contra.
SEGUNDO: Costas de ambas instancias a cargo del demandante y a favor de la demandada.

Notificación surtida en estrados.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
    FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
                   Magistrado                                                 
   Magistrado
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